Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 22 minutos) 
- Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“El señor Presidente del Senado remite nota de la Junta Departamental de Río Negro, 
comunicando su apoyo al proyecto de ley a estudio de la Comisión Especial de Población y Desarrollo 
Social de la Cámara de Representantes, por el que se establecen normas para favorecer la 
participación en las áreas educativa y laboral de afrodescendientes.” 


-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión de la Cámara de Senadores tiene el 
agrado de recibir a los integrantes del Directorio del Banco de Seguros del Estado. 


Los convocamos porque tenemos a estudio un proyecto de ley relativo al voluntariado. En las 
versiones taquigráficas que les remitimos habrán podido leer que uno de los temas que se han 
discutido tiene que ver con la necesidad de que quienes están realizando acciones de voluntariado 
tengan un seguro. 


Sin duda, este hecho se ha relacionado con la posibilidad de que el costo de un seguro 
pueda interferir con las iniciativas del voluntariado; sobre eso es lo que más se ha discutido. 
Seguramente, los miembros de la Comisión abundarán sobre ese tema. 


Hoy nos visitan el señor Mario Castro, Presidente, la economista Alejandra Dufrechou, 
Vicepresidenta, el economista Alberto Iglesias y el ingeniero Marcelo De Polsi, Directores de la 
institución. 


Le damos la palabra al señor Presidente del Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR CASTRO.- Buenas tardes. Es un gusto estar aquí, en la Comisión de Población, Desarrollo e 
Inclusión del Senado. 


Nosotros ya estuvimos en la Cámara de Representantes para tratar este mismo tema. Los 
hicimos quien habla y el Ingeniero De Polsi, Director de la División Actuarial. Al parecer, del intercambio 
que tuvimos con ellos surgió el texto que ustedes tienen sobre la mesa. 


Podríamos decir que en este caso se trata de un seguro un tanto especial porque, en primer 
lugar, no se trata de un seguro de accidente de trabajo ya que no hay salario ni patrono. En todo caso, 
podríamos incluirlo en el rubro de accidentes personales, por lo que tampoco seríamos los únicos que 
lo venden. De esta forma, se modifica parcialmente el texto de la Ley N* 17.885 por cuanto el Banco 
dispondría, con cierta exclusividad, de un producto promocional. 


La idea es conocer cuáles serían las coberturas y, eventualmente, los riesgos, factores estos 
que estarían determinando el precio del seguro. Tenemos que saber qué es lo que pretendemos cubrir, 
si la muerte de la persona, su asistencia médica o alguna prestación por pérdida de salarios, no ya 
vinculada al voluntariado sino a la actividad que ella desarrolle. Decimos esto porque los seguros más 
clásicos cubren accidentes personales, la vida, la invalidez o algún otro tipo de eventos. Entonces, para 
poder evaluar el costo del seguro, es importante conocer su alcance. Creemos que esas son las 
dificultades que se nos pueden presentar a la hora de legislar sobre este tema; en todo caso, algún 
detalle específico lo estaríamos dejando librado a la reglamentación. 


Sabemos que este proyecto de ley tiene características sociales y el Banco evaluará cómo 
puede colaborar dentro del marco que defina la legislación. En este contexto existen ciertas 


incertidumbres en cuanto a cuáles serían las coberturas y quién se haría cargo del seguro. A propósito 
de ello, conviene recordar que en la ley anterior se establecía que debía ser la organización a cargo o a 
quien se le presta el servicio de voluntariado. Nos parece bien que la persona que haga el voluntariado 
tenga una cobertura, pero vuelvo a decir que quedamos sujetos a lo que defina la reglamentación 
sobre el alcance de la misma. Esta es la zona de mayor indefinición. 


Esta es la problemática que tenemos con respecto al producto en sí mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si mal no entendí, a juicio de ustedes, la propia ley debería establecer una 
definición más concreta con relación a las necesidades del seguro. Daría la impresión que estamos 
ante una situación de indefinición. 


SEÑOR CASTRO.- Si no lo establece la propia ley, se podría determinar como requisito que la persona 
tenga la cobertura de un seguro y, en todo caso, contratarlo con el Banco o con otra empresa 
aseguradora. Recién en función de quién determine la prestación o del acuerdo que se haga sobre el 
trabajo voluntario, se podrá establecer cuál es la cobertura que le corresponde y estaremos en 
condiciones de poder estudiar un producto concreto. Si bien la ley podría establecer un requisito, tal 
vez sea más difícil -por lo expuesto- disponer condiciones más específicas y que las coberturas que se 
generen queden libradas a la reglamentación o a un acuerdo de partes. 


SEÑORA DUFRECHOU.- Realmente, desconocía las expectativas de la Comisión con respecto a este 
seguro. A mi juicio, se debería diferenciar el seguro de accidentes de trabajo propiamente dicho y no 
vincularlo a esta clase de actividad de voluntariado, ya que estamos hablando de un seguro con 
características distintas, que se aplicará en ocasión del trabajo. 


Esta es la aclaración que quería realizar. 


SEÑOR IGLESIAS.- Como integrante del Directorio del Banco de Seguros del Estado, es un placer 
acompañar a esta Comisión en la tarde de hoy a efectos de que conozca nuestro punto de vista sobre 
este tema. 


El señor Presidente, Mario Castro, hacía referencia a que se debe conocer con mayor 
exactitud las expectativas que se tienen sobre esta clase de cobertura para ver hasta dónde el Banco 
puede aportar como institución. Personalmente, pienso que este es un proyecto de ley importante, 
cuyo involucramiento a nivel social no pasa desapercibido. Por lo tanto, del alcance que tenga esa 
cobertura dependerá también la colaboración que podamos hacer al proyecto de ley. 


Citaré un ejemplo a efectos de clarificar lo que queremos decir. Desde la última presidencia 
colorada del Banco de Seguros existe un acuerdo con el Ministerio del Interior a través del cual los 
móviles policiales llevan el logo del Banco y este, como contraprestación, brinda cobertura a los 
vehículos. Es decir que a patir de un interés social el Banco participa y, en contra partida, la sociedad 
se entera de que está preocupado por la seguridad y colabora con ella. 


Con respecto al proyecto de ley que nos ocupa, podríamos ir en esa línea de trabajo, pero - 
reitero- dependerá de las características que tenga la cobertura en que se está pensando. El Banco 
podría participar, por ejemplo, colocando sus banderas y su logo identificatorio en las empresas 
público-privadas que se dediquen al voluntariado y, así, la sociedad tomaría conocimiento de la 
colaboración brindada por el Banco. Vuelvo a reiterar que la tarifa y el límite hasta donde el Banco 
pueda asumir ese costo dependerán del diseño del producto. Nos interesa saber qué se están 
imaginando los señores Senadores con respecto a este proyecto de ley, para poder proyectarnos. 
Incluso, se podría evaluar el costo y, eventualmente, si tiene o no costo ya que la contraprestación 
puede ser la identificación del Banco con el voluntariado. Eso se debería estudiar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos gustaría saber cuál ha sido la experiencia en la práctica del voluntariado, 
principalmente, en el sector público, por ejemplo, a partir de la creación del Ministerio de Desarrollo 
Social. En ese sentido, la ley vigente establece en forma muy precisa la necesidad de un seguro; creo 
que el Plan Juntos, en determinadas circunstancias, también ha acudido a un seguro. Tal vez, se nos 


podría acercar elementos para avanzar en esta iniciativa, que pretende englobar una única ley de 
voluntariado. 


SEÑOR DE POLSI.- Con respecto a esto, podemos decir que las experiencias son variadas. 
Normalmente, por el esquema anterior de la Ley N* 17.885, el sistema de seguros quedaba muy 
abierto, ya que simplemente establecía el derecho del voluntario de beneficiarse con un seguro pago 
por la compañía. En general, las instituciones llegaban al Banco pero no tenían claridad respecto a sus 
necesidades y normalmente se contentaban con tener un seguro de accidentes, sin importar 
demasiado las coberturas que se incluyeran. Entonces, con el correr del tiempo, se fue generando una 
variedad de situaciones entre las que se encuentra el hecho de haber tenido que otorgar a algunas 
instituciones, casi a la fuerza, el seguro de accidentes de trabajo. En estos casos, este seguro se 
agregó al propio de la empresa como un apartado en el que se incluían nombres de algunos 
funcionarios a los que se incorporaba la cobertura asistencial del Banco de Seguros. Por otro lado, 
también se dio el caso concreto de ciertas situaciones que se resolvieron con algún tipo de seguro 
especial de accidentes personales. 


Reitero que, en general, había mucha incomprensión de parte de las instituciones respecto a 
qué necesitaban y simplemente se acercaban para cumplir con la norma. A su vez, como no había 
nada legal que obligara al Banco en un sentido o en otro, muchas veces intentamos adecuarnos a los 
requerimientos de las instituciones. También sucedió que ante un conjunto de posibilidades, cada 
institución definió la cobertura que más necesitaba y por eso se dio cobertura asistencial, prestaciones 
en caso de fallecimiento de la persona o el pago de un capital. En otros casos se otorgó cobertura por 
medio del pago de una renta temporaria por un período de tiempo. Quiere decir que la experiencia ha 
sido bastante variada y, en mi opinión, esto sucede porque no había muchas especificaciones en la ley 
sobre qué se pretendía cubrir. 


SEÑOR SOLARI.- En primer lugar quiero dar la bienvenida a la delegación que hoy nos visita. 


El ingeniero De Polsi ha hecho una descripción de las posibilidades y las distintas 
modalidades que se pueden encontrar pero me gustaría saber cómo ha sido su experiencia respecto a 
la utilización de estas prestaciones. Por ejemplo, quisiera saber cuántos, de cada cien voluntarios, 
requirieron la ejecución de la póliza o el pago de contraprestaciones. 


SEÑOR DE POLSI.- En este momento no tengo ese dato. 
SEÑOR SOLARI.- ¿Recuerda si fueron muchos o pocos? 


SEÑOR DE POLSI.- Supongo que fueron muy pocos pero lo cierto es que hoy no traje esos datos 
específicos. 


SEÑOR CASTRO..- Tengo entendido que el porcentaje es muy bajo. Por ejemplo, con el Plan Juntos 
hicimos un acuerdo al inicio del Gobierno para brindar atención en sanatorio en el caso de que hubiera 
algún lesionado. En ese caso, no se estableció ningún tipo de prestación diferente como, por ejemplo, 
rentas temporarias por lesiones. En lo personal, no me consta que se haya dado siniestralidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería, entonces, para el caso de que se presente un accidente. 


SEÑOR CASTRO.- Hablamos, simplemente, de la atención médica que podamos brindar a un 
lesionado. Durante la construcción de una vivienda puede presentarse una lesión, una caída o que 
algo pueda caerse encima de una persona, etcétera. En esos casos damos atención médica sin otras 
prestaciones, lo que tampoco tiene contrapartidas económicas; no estamos cobrando, de alguna 
manera colaboramos. Pero no me consta que exista siniestralidad, por lo menos en esa experiencia 
concreta, a pesar de que la construcción es una rama complicada. 


Hay otras actividades diferentes; puede haber otro tipo de voluntariado que realiza tareas 
administrativas, lo que reviste un riesgo relativo, mientras que otro, como el de la construcción, se 
enfrenta a otro tipo de riesgo. 


En este sentido, cabe destacar que estamos elaborando, como oferta, una serie de productos 
para el voluntariado, tema sobre el que puede ahondar el señor De Polsi. 


SEÑOR DE POLSI.- En general, el diseño de los productos que pensamos para este tipo de 
actividades se origina en una cobertura básica que incluiría la cobertura asistencial propiamente dicha, 
en el sanatorio del Banco, más una cobertura que sería una prestación fija en caso de fallecimiento. 
Diseñamos diversas modalidades, pero normalmente podría ser en base a cantidades de Salario 
Mínimo Nacional. Pensamos, por ejemplo, en una propuesta original sobre la base de doce Salarios 
Mínimos Nacionales como prestación en caso de fallecimiento, a la que sumaríamos la cobertura 
asistencial. Esa sería la cobertura más básica que podría servir como base de un seguro de estas 
características. También podría caber la posibilidad de dos coberturas adicionales que podrían ser 
interesantes. La primera refiere a una cobertura por invalidez permanente, la segunda, sería una renta 
temporaria por incapacidad que normalmente se paga por un período de 36 meses. En esos 
casos, si la base es un Salario Mínimo Nacional, las prestaciones por muerte son 12 Salarios Mínimos 
Nacionales, la prestación por incapacidad también 12 Salarios Mínimos Nacionales y la prestación 
temporaria mensual sería ese Salario Mínimo Nacional. Cito esto como un ejemplo. Normalmente este 
tipo de cobertura tiene un costo que depende del riesgo específico de la actividad. En el diseño que 
nosotros elaboramos presentamos diez categorías básicas de riesgo. Quiere decir que, dependiendo 
de la actividad de que se trate habría diez posibles “tarifas” cada una conformada por la cobertura 
básica de la que hablábamos, a la que le podríamos agregar la cobertura por muerte accidental y la 
temporaria, lo que daría como resultado el pool de propuestas que, a su vez, podrían llevarse adelante 
sobre la base de un Salario Mínimo Nacional o la cantidad que se quiera: uno, dos, cinco o diez. 
Parecería lógico que hubiera una cobertura básica y que el resto se pudiera construir con adicionales, 
en función de las necesidades de la actividad o de lo que establezca, ya sea la reglamentación o quien 
va a usufructuar del trabajo de voluntariado. 


Esto es lo que pensamos como un posible diseño de producto para albergar estas 
coberturas. 


SEÑORA MOREIRA.- Parece que la cuenta es relativamente sencilla. 


Hay una redacción dada por la Cámara de Representantes, donde se establece que las 
modalidades del Reglamento serán objeto de reglamentación, pero es taxativa con respecto a que 
tiene que ser el Banco de Seguros del Estado el que preste este servicio. Por lo tanto, me gustaría 
saber si están de acuerdo con esta redacción, dado que he escuchado que carece de algunas 
especificidades. En caso de que no estén de acuerdo con este texto, ¿cuál sería la redacción 
alternativa? 


SEÑOR CASTRO.- No estamos en desacuerdo, señora Senadora. Simplemente quisimos hacer notar 
que en el caso de no tratarse de accidente de trabajo podría no entrar en la parte que refiere al 
monopolio. 


SEÑORA MOREIRA.- Mi pregunta apuntaba, precisamente, a saber si podemos estudiar alguna 
redacción alternativa que ustedes tengan y que mejore sustancialmente la actual. 


Me parece que la interrogante del señor Senador Solari pretendía contar con una cierta idea 
de los costos que esto acarrearía para las organizaciones voluntarias y por eso queríamos saber qué 
porcentaje se ha cubierto en situaciones similares. De esta manera, al aprobar el proyecto de ley 
tendríamos una idea de cuánto saldría la efectiva implementación de este sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Alo planteado por la señora Senadora Moreira quisiera sumar un detalle y es 
que ese tema de relación entre el costo de un seguro y una actividad que es voluntaria llevó a agregar 
una frase a lo aprobado anteriormente. Precisamente, en el literal F) del Artículo 7“, que refiere a 
“Derechos del voluntario”, se decía: “Estar cubierto por un seguro de accidente en el desarrollo de sus 
tareas, a cargo de la institución que lo recibe como voluntario”. En el proyecto de ley que viene de la 
Cámara de Representantes, se agregó a continuación una frase que expresa: “A tales efectos, el 
Banco se Seguros del Estado instrumentará una línea especial con carácter promocional, en virtud del 
interés público de la actividad que es objeto de la presente ley”. Es decir que, en última instancia, se 
remite a la reglamentación. 


En definitiva, todo está vinculado: la temática del voluntariado, el papel del Banco de Seguros 
del Estado, etcétera. Además, se remite justamente a esta Institución porque esta lista promocional 
solamente se la podemos pedir a ustedes. 


SEÑOR IGLESIAS.- En resumen y tal como está la redacción, entiendo que el alcance del seguro lo 
podría determinar el propio Banco. ¿O los señores Senadores esperan que redactemos varias 
alternativas con las diferentes coberturas, como para saber qué costo aproximado tendría para la 
institución que va a hacer voluntariado? 


Si no he malinterpretado lo que aquí se ha conversado, eso es lo que se solicita. 


En realidad -como decía el ingeniero De Polsi- podemos hablar de seis o doce meses con el 
Salario Mínimo Nacional, de diferentes tipos de capitales, lo que también implica diversas tarifas, pero 
el alcance se lo vamos a dar nosotros; podríamos estar hablando de $ 300, $ 400 o $ 500, como 
también de $ 4.000 y todo depende de la definición que se adopte. 


Por lo tanto, si no hay parámetros de lo que se quiere, podríamos acercarles las diferentes 
alternativas y los posibles costos que tendrían. Por supuesto que tenemos ideas claras, pero si se 
pretende una cobertura básica la tarifa sería baja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente, el tema iría en esa dirección. 


SEÑORA MOREIRA.- En ese caso, me pregunto si deberían alcanzarnos una propuesta a nosotros o, 
más bien, al Poder Ejecutivo en el momento de elaborar la reglamentación. 


SEÑOR DA ROSA.- En realidad, estaba pensando en plantear este tema, pero la señora Senadora se 
adelantó. Creo que la ley debe establecer lineamientos generales y, las modalidades del sistema de 
seguro, etcétera, deben ser implementadas a nivel de la reglamentación. A veces, nosotros tenemos la 
tendencia de querer incluir todo en la ley, pero hay aspectos que después se vuelven difíciles de 
modificar, porque la ley es más rígida que la reglamentación. Sucede lo mismo cuando tendemos a 
incluir aspectos en la Constitución de la República que, en realidad, deben ser objeto de ley. Este es un 
problema de jerarquía de las normas jurídicas. Me parece que en el proyecto debemos fijar los 
lineamientos generales en cuanto al régimen de cobertura en materia de seguros; las modalidades, es 
decir, el tipo de seguro y el régimen de primas, etcétera, son temas que deben ser objeto de 
reglamentación a nivel del Poder Ejecutivo que, obviamente, tendrá en cuenta y considerará 
especialmente la opinión del Banco de Seguros del Estado desde el momento en que la iniciativa 
establece que a este le compete instrumentar una línea especial con carácter promocional, etcétera. 


Quiere decir que coincido absolutamente con lo que planteó la señora Senadora Moreira en el 
sentido de que hay aspectos que debemos dejarlos librados a la reglamentación y no establecerlos 
rígidamente en la ley. 


SEÑOR SOLARI.- El intercambio ha sido muy fructífero porque aclaró una serie de parámetros y nos 
permite -sin perjuicio de descansar en la reglamentación, como tiene que ser para especificar los 
parámetros concretos- buscar una redacción que no solo genere las posibilidades sino que también 
conduzca a determinado tipo de solución. También es muy interesante el acuerdo con el Ministerio del 
Interior porque podría facilitar, tanto a las organizaciones de voluntarios como a las instituciones finales 
que se benefician de esa acción de voluntariado, una salida al problema más práctico, es decir, el 
económico financiero, por el hecho de disponer de recursos financieros a fin de cancelar pólizas, no 
entrar en mora; en fin, todo esto que puede ser muy difícil. De manera que no sé si la expresión 
“promocional” dejaría cubierta esa posibilidad. 


Otra cosa que me parece importante es la confirmación de que, en principio, son muy pocas 
las instancias o incidentes ocurridos en la prestación de servicios de trabajo voluntario, ya sea por la 
propia naturaleza del trabajo, porque la gente se cuida, etcétera. De manera que actuarialmente 
estaríamos hablando de una cobertura de riesgo que tiene una probabilidad de ocurrir relativamente 
baja y, por lo tanto, tendría un costo de administración. más que de prestación en sí. 


También es muy interesante el hecho de que el Banco esté pensando en diez categorías 
distintas de riesgo -y algo de eso hablamos en la Comisión, porque no es lo mismo realizar un trabajo 
administrativo que colaborar en la construcción de una casa o algo por el estilo- y en tres paquetes 
básicos. 


Me gustaría plantear lo siguiente. El literal F) del artículo 7* -como bien dijo el Presidente de la 
Comisión- se refiere a los derechos de los voluntarios y dice: “Estar cubierto por un seguro de 
accidente en el desarrollo de sus tareas, a cargo de la institución beneficiaria que lo recibe como 
voluntario. A tales efectos, el Banco de Seguros del Estado instrumentará una línea especial con 
carácter promocional, en virtud del interés público de la actividad que es objeto de la presente ley. Las 
diferentes modalidades de seguro, serán objeto de reglamentación”. En ese sentido, me gustaría saber 
-y no tiene por qué ser ahora- si el Directorio cree que con esta redacción se cubren las posibilidades 
que se están pensando con ese esquema. Asimismo, quiero saber si se puede establecer la 
obligatoriedad de un seguro con carácter básico -y refiero al monto de la compensación en el caso de 
un siniestro- sin perjuicio de que algunas instituciones que tengan otra disponibilidad financiera y 
quieran tener una cobertura mayor puedan tenerla en forma voluntaria, y no de manera obligatoria 
como dispone el proyecto de ley. Me parece que sería bueno establecer quién es el responsable de 
ese seguro y quién tiene que cubrir la prima correspondiente a ese seguro obligatorio: es la institución 
que inicialmente agrupa a los voluntarios o la que recibe el beneficio final. Por ejemplo, en el Plan 
Juntos, una de las organizaciones de voluntarios que puede colaborar son los Castores de Emaús, que 
ayudan a construir casas para personas que están en situación de pobreza. En ese caso: ¿quién 
debería pagar? ¿El Plan Juntos o Castores de Emaús? Lo mismo puede suceder en otras situaciones 
como, por ejemplo las Damas Rosadas y el Hospital Pereira Rossell. ¿Quién debe pagar: las Damas 
Rosadas o el Hospital? Pienso que sería importante porque, obviamente, en la mayoría de los casos va 
haber más capacidad de pago y más estructura administrativa para hacer el financiamiento, el 
seguimiento, etcétera en la institución beneficiaria final que en la organización de voluntarios 
intermedios, que en general tiene sus limitaciones. 


Esta era la reflexión que quería compartir con el Directorio pues pretendo encontrar para este 
literal F) una redacción que descanse en la reglamentación, pero que dé lineamientos bastante claros 
de cómo va a ser este mecanismo. 


SEÑOR CASTRO.- No lo podemos contestar ahora. 
SEÑOR PRESIDENTE..- En tal caso, queda el planteo en el Directorio del Banco. 


SEÑOR CASTRO.- Comparto la idea de que, tal vez, sea mejor que la redacción del proyecto de ley 
remitiera, de forma genérica, a la reglamentación. 


SEÑORA MOREIRA.- Si en algún momento tienen la información, quisiera saber cuánto se ha usado el 
seguro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, estaremos en comunicación a fin de ver la manera de lograr la 
mejor solución posible para este tema de seguros para el voluntariado. 


Agradecemos la presencia de los integrantes del Directorio del Banco de Seguros del Estado 
y la información que nos han brindado. 


(Se retiran de Sala los integrantes del Directorio del Banco de Seguros del Estado) 


-La Comisión seguirá con el tratamiento de este tema y, además, hay alguna iniciativa del 
señor Senador Solari cuyo texto se está distribuyendo y que tiene que ver con una propuesta de 
unificación que habíamos considerado en la sesión anterior. También debemos tener en cuenta los 
comentarios que se nos enviaron desde el Mides y todavía estamos esperando los de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, si bien hay un compromiso en el sentido de que llegarán en los próximos 
días. Con todo este material, entonces, tal vez el próximo lunes podríamos comenzar a cerrar algunos 
aspectos del proyecto de ley. 


SEÑOR SOLARI.- No sé si los señores Senadores ya han recibido un repartido cuyo título es 
“Modificaciones propuestas por el Senador Alfredo Solari al proyecto sustitutivo presentado por el 
Senador Tajam, el día 16 de abril de 2012”. Creo que el elemento clave de las modificaciones 
propuestas está en el artículo 4”. Tal vez los señores Senadores recuerden que en la sesión pasada 
dije que me parecía importante distinguir entre el voluntario -es decir la persona que ofrece su tiempo, 
sus habilidades, etcétera- y la organización de voluntariado, que en general representa a la sociedad 
civil y trata de organizar a los voluntarios para una cierta actividad en beneficio de una determinada 
institución. Digo esto, sin perjuicio de que puede haber muchas circunstancias en que la relación entre 
el primero y el último sea directa; me refiero al voluntario y a la institución beneficiaria. De cualquier 
manera, como siempre se hablaba de entidades públicas y privadas y en algunos casos estas referían 
a la organización del voluntariado, mientras que en otros se aludía a la institución beneficiaria final, me 
pareció importante introducir esta distinción y tratar de especificarla en cada uno de los distintos 
artículos en que se hablaba de entidades públicas y privadas, de modo que supiéramos si estábamos 
hablando de organizaciones de voluntariado, de instituciones beneficiarias o de ambas. 


La otra distinción que pretendimos hacer se encuentra en el artículo 8%, que posiblemente 
resulte más polémica. En el artículo 8% se establecen las obligaciones del voluntario. Antes se hablaba 
de las responsabilidades del voluntario, pero realmente existen derechos y obligaciones y en este 
artículo, repito, se establecen las obligaciones. Entendí que las obligaciones de los voluntarios debían 
ser las indispensables para que el ejercicio del voluntariado se mantuviera dentro de un marco de 
actuación razonable. Las obligaciones comenzaban con el literal a) que decía: “Cumplir con las 
disposiciones que surjan del acuerdo entre el voluntario y la organización de voluntariado que se 
establece en el art. 5* y los compromisos adquiridos con la institución beneficiaria pública o privada, en 
la que ejerce el voluntariado, respetando sus fines y normativa.” Me parece que esta es una disposición 
bastante general mediante la cual el voluntario se obliga a cumplir con toda la normativa vigente, tanto 
sea pública como privada y, entonces, eliminé algunos literales que redundaban en eso, lo que 
simplificó un poco el artículo 8%. El resto es prácticamente lo mismo. 


SEÑORA MOREIRA.- Quería hacer una pregunta que no está relacionada con el proyecto de 
voluntariado sino con un proyecto de ley que viene de la Junta Departamental de Río Negro, que se 
encontraría en el Parlamento y que fuera redactado por Francisco Carballo, quien defiende la inserción 
laboral de la población afrodescendiente. Me gustaría saber si se encuentra efectivamente en la 
Cámara de Representantes. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se encuentra a estudio de la Comisión Especial de Población y Desarrollo 
Social de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senador Solari rescató del archivo un proyecto de ley sobre el Año 
Internacional de las Cooperativas que quiere presentar en esta sesión. Como el proyecto de ley no 
tiene demasiada complejidad, entendemos que se podría analizar en el día de hoy. 


SEÑOR SOLARI.- Se trata de un proyecto de ley presentado por el Senador Saravia mediante el cual 
la República Oriental del Uruguay adhiere al Año Internacional de las Cooperativas proclamado por 
Naciones Unidas, que se cumple en este año 2012. Si no entendí mal, el Día del Cooperativismo es el 
primer sábado de julio y como ya estamos iniciando el mes de mayo sería bueno que, si vamos a 
adherir al Año Internacional de las Cooperativas, lo hiciéramos antes de que se celebrara el Día del 
Cooperativismo. 


La exposición de motivos es totalmente compartible; el cooperativismo tiene una larga y rica 
tradición en el país como movimiento solidario, como organización alternativa, está reconocido por 
nuestras leyes y existe en diversas ramas de la actividad, como la salud y el transporte. 


El proyecto de ley no tiene ningún costo y, según tengo entendido, ningún aspecto polémico. 
Lo que establece es que el Uruguay adhiere al Año Internacional de las Cooperativas y, en segundo 
lugar, que se invita a los Poderes del Estado, gobiernos municipales, establecimientos educativos, 
entidades cooperativas, organizaciones no gubernamentales y otras organizaciones y asociaciones a 
promover el cooperativismo, la investigación y la realización de conferencias, seminarios y actividades 
de difusión. 


Quiere decir que no solo se trata de una invitación para adherir al Año Internacional de las 
Cooperativas, sino que también se invita a distintas organizaciones a este menú de actividades, que 
ayudarían a que esa celebración tuviera efecto declarativo y también práctico. 


Es por esa razón que consideré que podíamos tratarlo a la mayor brevedad, pero si no puede 
hacerse hoy, lo haríamos la próxima sesión. 


SEÑORA MOREIRA.- Por diversas circunstancias, he estado muy en contacto con el movimiento 
cooperativo, e inclusive, ya conocía este proyecto de ley desde el año pasado. En lo personal, debo 
decir que teniendo en cuenta la fuerza que ha tenido el movimiento cooperativo en el Uruguay, sería 
renuente a aprobar un proyecto de ley relativo al Año Internacional de las Cooperativas sin consultar, 
por lo menos, a alguna de las confederaciones que nuclean cooperativas en nuestro país. 


Tal vez podríamos convocar a los representantes de Cudecoop, es decir, la Confederación 
Uruguaya de Cooperativas, o de alguna otra entidad. Digo esto porque las cooperativas tienen 
agrupaciones de primer, segundo y tercer grado. Entonces, invitaríamos a representantes de la entidad 
de tercer grado que el presidente y la secretaría estimaran adecuados para representar al movimiento 
cooperativo del Uruguay, a los efectos de que se pronunciaran sobre el proyecto de ley. 


Las cooperativas han tenido, justamente, una tradición muy rica en nuestro país. Por eso, no 
quisiera estar celebrando el Año Internacional de las Cooperativas desde el Poder Legislativo sin 
escuchar a los representantes de las cooperativas pronunciarse sobre este tema. 


Me gustaría que tuviéramos la delicadeza de consultarlos para oír su opinión sobre el tema. 
Por esa razón, mociono para que los invitemos. 


Durante muchos años estuve en contacto con el movimiento cooperativo, pero hace algún 
tiempo que no lo hago. Reitero, que es por esa razón que pensé en Cudecoop, pero quizás 
actualmente haya alguna entidad de tercer grado que nuclee a las cooperativas de una manera más 
amplia. 


Mociono, entonces, para que el movimiento cooperativo sea incluido y consultado respecto de 
este proyecto de ley. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que en el Uruguay la fuerza del cooperativismo y la larga tradición que existe 
en esta materia, eximiría mayormente de la necesidad de tener que profundizar con mayor información 
a los efectos del tratamiento de este proyecto de ley. No obstante, pienso que es atinado lo que plantea 
la señora Senadora Moreira porque también nos permite ver su situación actual, sobre todo a nivel de 
alguna agrupación nacional en materia de cooperativismo. 


Muchas veces estos temas van cambiando con el correr del tiempo y se van profundizando, 
acentuando o se debilitan. Por eso, es bueno ver cómo está planteado el tema, que muchas veces se 
ha discutido. Hemos escuchado argumentos por parte de quienes promueven el cooperativismo como 
la gran solución para enfrentar problemas por parte de la sociedad, y también a otros que sostienen 
que el cooperativismo ha fracasado y que no ha servido para cumplir con los objetivos que se fijaron. 


Me parece que es muy importante tener la oportunidad -ya que existe este proyecto de ley- 
para profundizar en esos temas y escuchar el punto de vista de quienes lo viven directamente, que 
obviamente debe ser una voz autorizada. 


Diría, a modo de complemento, que luego de que estudiemos durante algunos días el 
proyecto de ley del señor Senador Saravia y una vez escuchada la voz de los cooperativistas, 
deberíamos asumir el compromiso de tratar el tema y, si es posible, votarlo -ello dependerá del estudio 
que cada uno haga- por las razones aducidas por el señor Senador Solari. Me parece que ese es un 
camino que podemos seguir perfectamente. Vuelvo a decir que, en caso de que la votación resulte 
afirmativa, se dé al tema el tratamiento que el señor Senador Solari planteaba. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De existir acuerdo, lo estaríamos poniendo en el orden del día de la próxima 
sesión de la Comisión, para la cual estaríamos convocando, a solicitud de la señora Senadora Moreira, 
a los representantes de Cudecoop. 


SEÑOR SOLARI.- Sabemos que existen cooperativas agrarias... 


SEÑORA MOREIRA.- Si no recuerdo mal -han pasado muchos años- creo que Cudecoop las estaría 
nucleando. Tal vez por Secretaría se nos podría informar. 


SEÑOR SOLARI.- Estaba observando que la próxima sesión de la Comisión es el lunes 14 de mayo; 
nos quedaría la posibilidad de recibir a la delegación ese día y, si las cosas marcharan razonablemente 
bien, podríamos votar el proyecto de ley y llevarlo al Plenario en la misma semana. De lo contrario, 
quedaría para el mes de junio y en esta situación va a ser difícil que lo pueda tratar la Cámara de 
Representantes. Entonces, sería importante averiguar si Cudecoop cubre todo; en caso de que no sea 
así, habría que analizar la posibilidad de invitar para otro momento a las delegaciones que no integran 
la Confederación. Quizá para la próxima semana podamos agotar todas las consultas y votar el 
proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 17 minutos) 
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